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T	E	M	A	R	I	O

Bloque	II.‐	Derecho	Administrativo	General

Tema	 9.‐	 El	 principio	 de	 legalidad	 y	 la	 jerarquía	 normativa.	 Las	 fuentes	 del	 Derecho
Administrativo.	La	Ley:	tipos	de	leyes	y	reserva	de	ley.	Disposiciones	del	Ejecutivo	con
fuerza	de	ley:	decreto‐ley	y	decreto	legislativo.	El	Reglamento:	concepto,	clases	y	límites
de	 la	potestad	 reglamentaria.	 Las	 fuentes	del	Derecho	Comunitario	Europeo.	Derecho
originario	y	Derecho	derivado:	Reglamentos,	Directivas	y	Decisiones.

Tema	10.‐	El	órgano	administrativo:	Concepto,	naturaleza	y	clases.	Los	órganos	colegiados.
Principios	 de	 la	 organización	 administrativa.	 La	 competencia.	 Centralización	 y
descentralización.	Concentración	y	desconcentración.

Tema	11.‐	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las
Administraciones	 Públicas:	 objeto	 y	 ámbito	 de	 aplicación.	 Los	 interesados	 en	 el
procedimiento.	 Identificación	 y	 firma	 de	 los	 interesados.	 La	 actividad	 de	 las
Administraciones	Públicas:	derechos	y	obligaciones	de	las	personas	en	sus	relaciones	con
las	Administraciones	Públicas.	Responsabilidad	de	la	tramitación.	Obligación	de	resolver.
Suspensión	y	ampliación	de	plazos.	El	silencio	administrativo.	Términos	y	plazos.

Tema	 12.‐	 El	 acto	 administrativo:	 Concepto,	 clases	 y	 requisitos.	 Eficacia	 de	 los	 actos.
Nulidad	y	anulabilidad.	Límites	de	la	invalidez.	La	ejecución	de	los	actos	administrativos.
La	revisión	de	oficio.

Tema	13.‐	Garantías	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones
Públicas.	Las	fases	del	procedimiento:	iniciación,	ordenación,	instrucción	y	finalización.
Referencia	a	la	tramitación	simplificada	del	procedimiento	administrativo	común.

Tema	 14.‐	 Los	 recursos	 administrativos:	 concepto	 y	 clases.	 Las	 reclamaciones
económico‐administrativas:	nociones	básicas.	La	Jurisdicción	Contencioso‐Administrativa:
Su	organización.	Las	partes.	Actos	impugnables.	Las	fases	principales	del	procedimiento
contencioso‐administrativo.

Tema	15.‐	La	responsabilidad	patrimonial	de	las	Administraciones	Públicas.	Concepto	y
clases.	Requisitos	generales	y	efectos.	Procedimiento	de	responsabilidad	patrimonial.

Tema	16.‐	 La	potestad	 sancionadora	de	 las	Administraciones	Públicas.	 Procedimiento
sancionador.

Tema	17.‐	La	expropiación	forzosa:	concepto,	naturaleza	y	elementos.	El	procedimiento
general	de	expropiación.



Tema	18.‐	Los	contratos	en	el	Sector	Público.	Principios	comunes.	Normativa	vigente.	Tipos
de	contratos	y	características	generales.	Requisitos	necesarios	para	la	celebración	de	los
contratos.	Procedimientos	de	contratación	y	formas	de	adjudicación.	El	incumplimiento	de
los	contratos	del	sector	público.	Prerrogativas	de	la	Administración.

Tema	 19.‐	 Formas	 y	 procedimientos	 de	 la	 actividad	 administrativa.	 La	 actividad	 de
limitación,	arbitral,	de	servicio	público	y	de	fomento.	Las	formas	de	gestión	de	los	servicios
públicos:	la	gestión	directa	y	la	gestión	indirecta.

Tema	20.‐	La	Ley	de	Transparencia,	acceso	a	la	información	pública	y	buen	gobierno:	objeto
y	ámbito	de	aplicación.	Publicidad	activa.	Derecho	de	acceso	a	la	información	pública.	El
Consejo	de	Transparencia	y	Buen	Gobierno.	La	transparencia	y	el	acceso	a	la	información
en	 las	Comunidades	Autónomas	y	Entidades	Locales.	Ley	10/2019,	 de	10	de	abril,	 de
Transparencia	y	de	Participación	de	la	Comunidad	de	Madrid.

Tema	21.‐	 Igualdad	de	género:	Las	políticas	de	 igualdad	y	no	discriminación.	Especial
referencia	a	la	Comunidad	de	Madrid.

Tema	22.‐	Información	administrativa	y	atención	al	ciudadano	en	la	Comunidad	de	Madrid.
La	Administración	electrónica.	Real	Decreto	203/2021,	de	30	de	marzo,	por	el	que	se
aprueba	 el	 Reglamento	 de	 actuación	 y	 funcionamiento	 del	 sector	 público	 por	medios
electrónicos.	La	identificación	y	autenticación	de	las	personas	físicas	y	jurídicas	para	las
diferentes	actuaciones	en	la	gestión	electrónica.	Decreto	188/2021,	de	21	de	julio,	del
Consejo	 de	 Gobierno,	 por	 el	 que	 se	 regula	 la	 obligación	 de	 relacionarse	 por	 medios
electrónicos	con	la	Administración	de	la	Comunidad	de	Madrid	del	personal	a	su	servicio
y	de	los	participantes	en	procesos	selectivos.

Tema	 23.‐	 Los	 documentos	 administrativos:	 concepto,	 funciones,	 clasificación	 y
características.	El	documento	electrónico	y	el	expediente	electrónico.	Especial	referencia
a	la	Administración	electrónica	en	la	Comunidad	de	Madrid.	El	registro	de	documentos:
Concepto	y	funciones.	Presentación,	recepción,	entrada	y	salida	de	documentos.	El	archivo
de	documentos:	Concepto	y	funciones.	Clases	de	archivos	y	criterios	de	ordenación.	El
acceso	a	los	documentos	administrativos:	sus	limitaciones	y	formas	de	acceso.

Tema	24.‐	Ley	Orgánica	3/2018,	de	5	de	diciembre,	de	Protección	de	Datos	Personales	y
garantía	de	 los	derechos	digitales:	Estructura	y	contenido.	Especialidades	en	el	Sector
Público.	Reglamento	General	de	Protección	de	Datos	2016/679	del	Parlamento	Europeo
y	del	Consejo	de	27	de	abril	de	2016	(RGPD):	Definiciones.	Principios.	Legitimación	para
el	 tratamiento	 de	 datos	 personales.	 Derechos	 de	 los	 interesados.	 Obligaciones	 de	 los
responsables	y	encargados.	Delegado	de	protección	de	datos.

‐o‐o‐o0o‐o‐o‐
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TEMA	9.‐	EL	PRINCIPIO	DE	LEGALIDAD	Y	LA	JERARQUÍA	NORMATIVA.	LAS	FUEN‐
TES	DEL	DERECHO	ADMTVO.	LA	LEY:	TIPOS	DE	LEYES	Y	RESERVA	DE	LEY.	DISPO‐
SICIONES	DEL	EJECUTIVO	CON	FUERZA	DE	LEY:	DECRETO‐LEY	Y	DECRETO	LEGIS‐
LATIVO.	EL	REGLAMENTO:	CONCEPTO,	CLASES	Y	LÍMITES	DE	LA	POTESTAD	RE‐
GLAMENTARIA.	LAS	FUENTES	DEL	DERECHO	COMUNITARIO	EUROPEO.	DERECHO
ORIGINARIO	Y	DERECHO	DERIVADO:	REGLAMENTOS,	DIRECTIVAS	Y	DECISIONES

1.‐	LAS	FUENTES	DEL	ORDENAMIENTO	JURÍDICO	ESPAÑOL

1.1.- INTRODUCCIÓN

En la Teoría General del Derecho el concepto de “fuente del derecho” es fundamental, y en este sentido la
doctrina clásica diferencia entre:

-FUENTES EN SENTIDO MATERIAL, que son aquellas fuerzas sociales o instituciones con facultad
normativa creadora: las Cortes, las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, los grupos
sociales como generadores de costumbres, etc.

-FUENTES EN SENTIDO FORMAL, que son las formas en que se manifiesta el Derecho: la constitución,
la ley, el reglamento, la costumbre, etc.

Conforme a lo dispuesto en el art. 1 del Código Civil, las fuentes del ordenamiento jurídico español son la Ley,
la costumbre y los principios generales del derecho.

Dispone asimismo el Código Civil sobre las fuentes del ordenamiento jurídico lo siguiente:

• Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior.

• La costumbre sólo regirá en defecto de Ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden
público y que resulte probada.

• Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración de voluntad tendrán la
consideración de costumbre.

• Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de Ley o costumbre, sin perjuicio de su
carácter informador del ordenamiento jurídico.

• Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación directa en
España en tanto no hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno mediante su publicación
íntegra en el Boletín Oficial del Estado.



www.temariosenpdf.es Tema 10 - Pág. 1

TEMA	10.‐	EL	ÓRGANO	ADMINISTRATIVO:	CONCEPTO,	NATURALEZA
Y	CLASES.	LOS	ÓRGANOS	COLEGIADOS.	PRINCIPIOS	DE	LA	ORGANIZACIÓN

ADMINISTRATIVA.	LA	COMPETENCIA.	CENTRALIZACIÓN	Y
DESCENTRALIZACIÓN.	CONCENTRACIÓN	Y	DESCONCENTRACIÓN.

1.‐	LOS	ÓRGANOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.- INTRODUCCIÓN

Las Administraciones Públicas son personas jurídicas pero su voluntad la adoptan un conjunto de personas
físicas. Se elaboró por esto la teoría del órgano y a tenor de ella se planteó que las personas físicas que
forman la voluntad de la Administración no son meros representantes de la Administración, sino que son
parte de ella. La teoría del órgano supuso un avance porque apartó la teoría privada de la Administración
de la actuación administrativa: quien actúa no es un representante de la Administración, sino un miembro
de la misma, de forma que la actuación de estas personas físicas es una actuación de la Administración, y dica
actuación se atribuye como propia de la Administración.

Actualmente existe una tendencia a definir el órgano administrativo como una unidad de personas, medios
materiales y funciones que tienen capacidad para vincular externamente a la Administración. Es una unidad
cuyas decisiones producen efectos jurídicos frente a terceros, no solo con proyección interna frente a la
propia Administración, de forma que lo relevante es el hecho de que esta unidad tiene capacidad de adoptar
decisiones que tienen efectos externos.

Dentro de la Administración hay unidades formadas por personas, medios materiales y funciones, pero estas
unidades no siempre tienen capacidad de decisión hacia el exterior. Si estas unidades carecen de esa capaci-
dad, no serán órganos, pero si tienen esa capacidad sí serán órganos administrativos.

1.2.- LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS COMO ORGANIZACIONES

Una organización es un conjunto de medios de diferentes tipos (de tipo personal, material y financiero)
ordenados o dispuestos ordenadamente en una serie de unidades diversas a las cuales se atribuyen toda una
serie de funciones específicas a efectos del cumplimiento eficaz de la totalidad de funciones que tienen
encomendadas la determinada entidad donde se integran estas unidades.

Toda Administración Pública es un complejo de elementos personales y materiales ordenados en una serie
de unidades en virtud del principio de división del trabajo, a las que se les asigna una parte del total de las
competencias que corresponden a la organización en su conjunto.

Esas unidades en que se descompone la organización de un Ente público suelen denominarse con las expre-
siones órgano	y	oficio, si bien con la primera de ellas se hace referencia al titular o funcionario, y con la
expresión oficio al conjunto de medios materiales y atribuciones que la integran. Tampoco faltan quienes
postulan la equivalencia de ambas expresiones y afirman que una y otra comprenden tanto al titular físico
como los medios materiales y el núcleo de sus funciones.
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TEMA	11.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	AA.PP.:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	LOS	INTERESADOS	EN
EL	PROCEDIMIENTO.	IDENTIFICACIÓN	Y	FIRMA	DE	LOS	INTERESADOS.

LA	ACTIVIDAD	DE	LAS	AA.PP.:	DERECHOS	Y	OBLIGACIONES	DE	LAS	PERSONAS
EN	SUS	RELACIONES	CON	LAS	AA.PP.	RESPONSABILIDAD	DE	LA	TRAMITACIÓN.

OBLIGACIÓN	DE	RESOLVER.	SUSPENSIÓN	Y	AMPLIACIÓN	DE	PLAZOS.
EL	SILENCIO	ADMINISTRATIVO.	TÉRMINOS	Y	PLAZOS.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

El art. 103 de la Constitución dispone que “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, recientemente el poder legislativo ha llevado a cabo una reforma
del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones «ad	extra» (hacia
afuera) y «ad	intra» (hacia dentro) de las Administraciones Públicas. Para ello se han impulsado simultánea-
mente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará en adelante el Derecho admi-
nistrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley
39/2015), y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (Ley 40/2015).

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el
primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad	extra»
entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela
y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los intere-
sados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así
reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de las Administraciones con
los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especial-
mente lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la
Ley 47/2003, General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

El objeto de la Ley 39/2015 es “regular	los	requisitos	de	validez	y	eficacia	de	los	actos	administrativos,	el
procedimiento	administrativo	común	a	todas	las	Administraciones	Públicas,	incluyendo	el	sancionador	y	el	de
reclamación	de	responsabilidad	de	las	Administraciones	Públicas,	así	como	los	principios	a	los	que	se	ha	de
ajustar	el	ejercicio	de	la	iniciativa	legislativa	y	la	potestad	reglamentaria” (art. 1.1).

La Ley se estructura en siete títulos, con el siguiente contenido.
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TEMA	12.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO:	CONCEPTO,	CLASES	Y	REQUISITOS.
EFICACIA	DE	LOS	ACTOS.	NULIDAD	Y	ANULABILIDAD.	LÍMITES	DE	LA	INVALIDEZ.

LA	EJECUCIÓN	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	LA	REVISIÓN	DE	OFICIO.

1.‐	EL	ACTO	ADMINISTRATIVO

1.1.- CONCEPTO DE ACTO ADMINISTRATIVO

Puede definirse al acto administrativo como cualquier declaración de voluntad, de deseo, de conocimiento
o de juicio realizada por un órgano de la Administración Pública en el ejercicio de una potestad administrati-
va. Y también, de una forma más breve, como acto jurídico realizado por la Administración con arreglo al
Derecho Administrativo. O como toda declaración jurídica, unilateral y ejecutiva, en virtud de la cual la
Administración tiende a crear, reconocer, modificar o extinguir situaciones jurídicas objetivas.

La Ley 39/2015 no da un concepto de acto administrativo, si bien el art. 34 da por sentada su existencia
cuando manifiesta que “Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio	o	a
instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al	procedimiento
establecido”,	añadiendo que “El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico
y	será	determinado	y	adecuado	a	los	fines	de	aquéllos”.

Establecido el concepto, se pueden señalar las siguientes características de los actos administrativos:

1ª.- El acto administrativo es un acto jurídico: consiste en una declaración, lo que excluye las actividades
materiales de la Administración (actividades instrumentales como una llamada por teléfono, un requeri-
miento de documentación, el otorgamiento de un plazo, etc).

2ª.- La declaración puede ser de voluntad (orden de cierre de una fábrica, otorgamiento de una licencia,
imposición de una sanción, una declaración expropiatoria, etc.), de juicio (actos consultivos, los informes,
los actos de intervención y fiscalización financiera, etc.), de conocimiento (certificados, las anotaciones
o registro de títulos, los levantamientos de actas, etc.) y de deseo (propuestas o peticiones de un órgano
a otro).

3ª.- El acto administrativo ha de proceder de una Administración, lo que implica que no puedan ser
considerados actos administrativos:

-Los actos políticos del Gobierno.
-Los actos jurídicos del interesado.
-Los actos de ejecución material dictados por el Poder Legislativo o Judicial.
-Los contratos o convenios, por derivar de un acuerdo de voluntades y no sólo de la Administración.

4ª.- La declaración administrativa debe proceder del ejercicio de una potestad administrativa determina-
da.
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TEMA	13.‐	GARANTÍAS	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS
ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	LAS	FASES	DEL	PROCEDIMIENTO:	INICIACIÓN,
ORDENACIÓN,	INSTRUCCIÓN	Y	FINALIZACIÓN.	REFERENCIA	A	LA	TRAMITACIÓN

SIMPLIFICADA	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.

1.‐	GARANTÍAS	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN

La regulación del procedimiento administrativo común en la Ley 39/2015 comienza con las garantías del
procedimiento, disponiendo que -además del resto de derechos previstos en esta Ley- los interesados en un
procedimiento administrativo tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan
la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instruc-
ción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos.

Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán
derecho a consultar la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General
electrónico de la Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la
obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos
mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Adminis-
tración competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán
ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.
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TEMA	14.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS:	CONCEPTO	Y	CLASES.
LAS	RECLAMACIONES	ECONÓMICO‐ADMINISTRATIVAS:	NOCIONES	BÁSICAS.
LA	JURISDICCIÓN	CONTENCIOSO‐ADMINISTRATIVA:	SU	ORGANIZACIÓN.

LAS	PARTES.	ACTOS	IMPUGNABLES.	LAS	FASES	PRINCIPALES
DEL	PROCEDIMIENTO	CONTENCIOSO‐ADMINISTRATIVO.

1.‐	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.- CONCEPTO Y CARACTERES

Un recurso administrativo puede definirse como la impugnación de un acto administrativo ante un órgano
de este carácter. Así, los recursos administrativos son actos del ciudadano mediante los que éste pide a la
propia Administración la revocación o reforma de un acto administrativo (o de una disposición de carácter
general de rango inferior a la Ley), en base a un título jurídico específico.

Junto a esta definición inicial de los recursos administrativos hay que recoger la existencia en nuestro
sistema jurídico de un doble sistema de recursos, que reconoce a los destinatarios de los actos administrati-
vos la posibilidad de impugnarlos ante la propia Administración que los dictó o ante los Tribunales de
Justicia, en este caso ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Duplicidad de recursos, administrativos
y jurisdiccionales, que constituyen en principio una doble garantía para los ciudadanos y que generalmente
no tiene carácter alternativo sino acumulativo o sucesivo: el acto o disposición, unas veces puede otras debe,
ser impugnado primero ante la propia Administración que lo dictó y sólo después, desestimada expresa o
tácitamente aquella primera impugnación, puede plantearse una segunda ante los Tribunales contencio-
so-administrativos.

Así pues, los rasgos fundamentales de los recursos administrativos y que caracterizan en nuestro ordena-
miento el sistema de recursos, son:

-Su finalidad impugnatoria de actos o disposiciones que se estimen contrarios a derecho.

-El papel de garantía de los ciudadanos frente a la Administración.

-Su concepción como trámite previo, unas veces potestativo, otras preceptivo o previo de la impugnación
ante los  Tribunales contencioso-administrativos.

1.2.- PRINCIPIOS GENERALES

Objeto y clases.- Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirecta-
mente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen
indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los intere-
sados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos
de nulidad o anulabilidad previstos en esta Ley.
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TEMA	15.‐	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL	DE	LAS	ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS.	CONCEPTO	Y	CLASES.	REQUISITOS	GENERALES	Y	EFECTOS.

PROCEDIMIENTO	DE	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL.

1.‐	ORIGEN	Y	EVOLUCIÓN	HISTÓRICA	DE	LA	RESPONSABILIDAD	PATRIMONIAL

La responsabilidad patrimonial de la Administración aparece de forma muy reciente en el Ordenamiento
jurídico español. Por primera vez se hace una referencia a la responsabilidad patrimonial de la Administra-
ción en el Código Civil de 1889 en sus artículos 1902 y 1903. Sin embargo la redacción de este último
artículo, actualmente modificada, reducía los casos sujetos a protección a aquellos que derivaban de daños
producidos por mandatarios singulares, es decir, de aquellos que no pertenecían a la Administración Pública.

Tras lo mencionado anteriormente sí se realiza una regulación expresa de la responsabilidad patrimonial
de la Administración en la fugaz Constitución republicana de 1931, en la que se consagra dicha responsabili-
dad pero que obtuvo desarrollo legal únicamente en el ámbito local.

Por tanto podemos ver cómo la legislación española al respecto apenas si había evolucionado, pues tenemos
que esperarnos hasta mediados del siglo XX para poder observar de una forma más o menos clara, una
regulación que verdaderamente comience a ser eficaz para servir de garantía del ciudadano frente a los
daños recibidos por la Administración.

Esta regulación que se desarrolla a mediados del siglo ya pasado, se encuentra, en primer lugar, en una ley
especial, la Ley de Régimen Local de 16 de diciembre de 1950, que en su artículo 405 ya instaura una
responsabilidad directa o subsidiaria de los entes locales.

Sin embargo, se produce un cambio radical con la promulgación en el año 1954 de la Ley de Expropiación
forzosa. Esta Ley incorpora al sistema de garantías patrimoniales la indemnización de los daños derivados
de las actuaciones extracontractuales de los poderes públicos, o como dice el artículo 121 de esta misma ley,
los daños causados por el funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

Esta Ley de expropiación forzosa junto a dos normativas más, su Reglamento de desarrollo y la Ley de
Régimen Jurídico de la Administración del Estado de 26 de julio de 1957, cambiaron dentro de nuestro
Ordenamiento jurídico administrativo, todo lo referido a la responsabilidad patrimonial de una forma clara
y radical; lo que en un principio obtuvo como respuesta una resistencia en la doctrina y en los propios
tribunales contencioso-administrativos, ya que éstos veían insólito que la Administración estuviera obligada
a indemnizar todo tipo de daños patrimoniales.

Sin embargo con la Constitución se consagra el sistema vigente de la responsabilidad patrimonial, al estable-
cer el art. 106.2 que los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemni-
zados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor,
siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos. El artículo citado fue
desarrollado por la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
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TEMA	16.‐	LA	POTESTAD	SANCIONADORA	DE	LAS
ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	PROCEDIMIENTO	SANCIONADOR.

1.‐	FUNDAMENTO	CONSTITUCIONAL	DE	LA	POTESTAD	SANCIONADORA	DE	LA	ADMINISTRACIÓN

Por sanción se entiende en un sentido amplio un mal impuesto por el poder del Estado a un ciudadano como
consecuencia de una conducta ilegal. En nuestro ordenamiento, tal como reconoce la Constitución, este mal
puede ser impuesto tanto por el poder judicial como por el ejecutivo, a diferencia del sistema judicialista
anglosajón que -basado en una estricta aplicación del principio de división de poderes- reserva a los jueces
la imposición de toda clase de pena y castigos.

La Constitución reconoce la potestad sancionadora de la Administración en el art. 25, que al establecer el
principio de legalidad en materia punitiva se refiere a la penal y a la administrativa cuando afirma que “Nadie
puede	ser	condenado	o	sancionado	por	acciones	u	omisiones	que	en	el	momento	de	producirse	no	constituyan
delito,	falta	o	infracción	administrativa	según	la	legislación	vigente	en	aquel	momento”, añadiendo que “La
Administración	civil	no	podrá	 imponer	 sanciones	que,	directa	o	 subsidiariamente,	 impliquen	privación	de
libertad”, lo que a	sensu	contrario significa que sí puede imponer otro tipo de sanciones (como una multa).

Consecuentemente con estos preceptos, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha confirmado la
legitimidad de la potestad sancionadora de la Administración, entendiendo que no cabe duda de que, en un
sistema en que rigiera de manera estricta y sin fisuras la división de los poderes del Estado, la potestad
sancionadora debería constituir un monopolio judicial y no podría estar en manos de la Administración. Pero
un sistema semejante no ha funcionado nunca históricamente y es lícito dudar que fuera incluso viable, por
razones entre las que estarían la conveniencia de no recargar en exceso las actividades de la Administración
de Justicia, como consecuencia de ilícitos de gravedad menor, la conveniencia de dotar de una mayor eficacia
al aparato represivo en este tipo de ilícitos y la conveniencia de una mayor inmediación de la autoridad
sancionadora respecto de los hechos sancionados.

Con el reconocimiento constitucional de la potestad sancionadora de la Administración, la Constitución se
inscribe en el sistema que rige hoy en la Europa continental (con la particularidad de Francia, que cuenta con
tribunales específicos para las sanciones administrativas), y que obedece fundamentalmente a razones
organizativas y funcionales que difícilmente pueden solucionarse con otras alternativas.

Por otra parte, la coexistencia del poder punitivo judicial con la potestad sancionadora de la Administración
como manifestación de su ius	puniendi no significa en modo alguno equivalencia entre ellas, pues la Constitu-
ción veta  a la Administración la posibilidad de imponer penas privativas de libertad,, que solamente pueden
hacerlo los jueces y tribunales. Además, mientras que la Constitución atribuye a las penas la finalidad de
reeducación y reinserción social, las sanciones administrativas buscan una finalidad represiva más pragmáti-
ca de restablecer el orden jurídico infringido.
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TEMA	17.‐	LA	EXPROPIACIÓN	FORZOSA:	CONCEPTO,	NATURALEZA
Y	ELEMENTOS.	EL	PROCEDIMIENTO	GENERAL	DE	EXPROPIACIÓN.

INTRODUCCIÓN

La expropiación forzosa es una transferencia coactiva de la propiedad de un particular a la Administración
pública, diferente de la compraventa en el Código Civil, lo que la convierte en una institución peculiar del
Derecho Público,  por razón del interés público y previo pago de una indemnización.

El expropiado tienen derecho a una indemnización equivalente al valor de la cosa expropiada, lo que la
diferencia de otras figuras, como la confiscación; por eso, el texto constitucional habla de la correspondiente
indemnización, aunque no dice que tenga que ser previa a la privación de la propiedad.

La expropiación forzosa es uno de los mecanismos con que cuenta la Administración para conseguir los
bienes que necesita para el cumplimiento de sus fines. Se trata de la forma más intensa y extrema de la
actividad administrativa de limitación, pues priva a otro sujeto de la posesión de un derecho o de un interés
patrimonial a favor de un interés público.

Hay que diferenciarla de otras figuras en las que también tienen lugar otro tipo de limitaciones. En primer
lugar, la expropiación se refiere a sacrificios o privaciones singulares, no a los que puede imponer la ley con
carácter general. En segundo lugar, enlazando con el supuesto anterior, quedan al margen las ventas forzo-
sas, actualmente previstas en escasas ocasiones.

Aunque la expropiación forzosa se ha considerado una limitación de la propiedad y, más concretamente, de
la facultad de disponer, modernamente, la doctrina señala que la potestad de expropiar, entendida como el
poder que permite dirigir la expropiación contra otros sujetos, es una potestad administrativa que encuentra
una justificación doble:

- Por un lado, la indudable necesidad que la Administración tiene para cumplir su misión de satisfacer
las necesidades públicas de disponer de ciertos y determinados bienes que se encuentran en manos de
los particulares;

- Por otro lado, la actual concepción del derecho de propiedad, cuyo contenido queda delimitado por la
función social del mismo.

Esta potestad administrativa presenta, desde sus orígenes, una doble faz: supone un poder de la Administra-
ción de abatir y hacer cesar la propiedad y las situaciones patrimoniales de los administrados; y su regula-
ción se articula en buena medida como un sistema de garantías ofrecido a estos administrados que contrape-
san esa potestad.

La doble faz se aprecia en el apartado 3 del artículo 33 de la Constitución, a cuyo tenor "nadie	podrá	ser
privado	de	sus	bienes	y	derechos	sino	por	causa	justificada	de	utilidad	pública	o	interés	social,	mediante	la
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TEMA	18.‐	LOS	CONTRATOS	EN	EL	SECTOR	PÚBLICO.	PRINCIPIOS	COMUNES.
NORMATIVA	VIGENTE.	TIPOS	DE	CONTRATOS	Y	CARACTERÍSTICAS	GENERALES.
REQUISITOS	NECESARIOS	PARA	LA	CELEBRACIÓN	DE	LOS	CONTRATOS.	PROCEDI‐
MIENTOS	DE	CONTRATACIÓN	Y	FORMAS	DE	ADJUDICACIÓN.	INCUMPLIMIENTO

DE	LOS	CONTRATOS.	PRERROGATIVAS	DE	LA	ADMINISTRACIÓN.

1.‐	LOS	CONTRATOS	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.‐	CONCEPTO	CIVIL	DE	CONTRATO

El	origen	y	esencia	de	los	contratos	administrativos	está	en	el	contrato	civil	o	privado.	Según	el	art.	1089	del
Código	Civil,	"las	obligaciones	nacen	de	la	Ley,	de	los	contratos	y	de	los	actos	y	omisiones	ilícitos	en	que	interven‐
ga	cualquier	género	de	culpa	o	negligencia".

Así	pues,	jurídicamente,	las	obligaciones	nacen,	bien	por	imposición	de	una	Ley,	o	bien	por	la	propia	voluntad
de	una	persona	de	contraer	obligaciones	respecto	de	otra,	mediante	un	contrato.

El	contrato	se	configura	así	como	una	de	las	fuentes	de	obligaciones	jurídicas	y,	en	este	sentido,	el	propio
Código	Civil,	en	su	art.	1254,	 lo	define	diciendo	que	"el	contrato	existe	desde	que	una	o	varias	personas
consienten	en	obligarse,	respecto	de	otra	u	otras,	a	dar	alguna	cosa	o	prestar	algún	servicio".

Ahora	bien,	quizás	con	esta	definición	no	quede	aún	perfectamente	delimitado	el	concepto	de	contrato,	en
un	sentido	jurídico	estricto,	que	permita	diferenciar,	nítidamente	y	con	carácter	general,	un	contrato	de	lo
que	sería	un	simple	acuerdo	de	voluntades	carente	de	tal	naturaleza.

Teniendo	en	cuenta	el	conjunto	del	articulado	del	Código	Civil	al	respecto,	los	matices	que	realmente	definen
a	un	acuerdo	de	voluntades	como	un	contrato	radican	fundamentalmente	en	lo	siguiente:

‐Se	ha	de	producir	un	 intercambio	de	obligaciones	 recíprocas	 entre	 las	partes	 intervinientes	 en	el
contrato.

‐La	autonomía	de	 la	voluntad	de	 las	partes	está	condicionada	por	una	serie	de	normas	de	carácter
público,	tendentes	a	proteger	tanto	los	derechos	de	los	contratantes	como	los	intereses	generales	de	la
sociedad.

En	definitiva,	y	en	un	sentido	amplio,	se	puede	definir	al	contrato	como	un	acuerdo	entre	partes	del	que
nacen	obligaciones	recíprocas	y	para	el	que,	dada	su	trascendencia	social	y	económica,	la	Ley	establece	unas
normas	y	unas	consecuencias	jurídicas.
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TEMA	19.‐	FORMAS	Y	PROCEDIMIENTOS	DE	LA	ACTIVIDAD	ADMINISTRATIVA.
LA	ACTIVIDAD	DE	LIMITACIÓN,	ARBITRAL,	DE	SERVICIO	PÚBLICO	Y	DE
FOMENTO.	LAS	FORMAS	DE	GESTIÓN	DE	LOS	SERVICIOS	PÚBLICOS:

LA	GESTIÓN	DIRECTA	Y	LA	GESTIÓN	INDIRECTA.

1.‐	PROCEDIMIENTOS	Y	FORMAS	DE	LA	ACTIVIDAD	ADMINISTRATIVA

En términos generales, cuando se habla de clases o formas de actividad administrativa se está haciendo
referencia a los comportamientos de las Administraciones Públicas en el cumplimiento de los fines que
tienen asignados: actividades o comportamientos cada uno de ellos con un régimen jurídico diferenciado.

 En relación con la tipología clásica –policía, fomento y servicio público- esta clasificación responde a los
distintos efectos que cada una de estas actividades administrativas puede producir en el ámbito de libertades
y derechos de los ciudadanos. Así, por una parte, se habla de actividad administrativa de policía para referir-
nos a aquella actividad de las Administraciones Públicas que restringe, de una forma u otra, la libertad, los
derechos o la actividad misma de los particulares; se habla, por otra parte, de la actividad administrativa de
fomento para referirnos a aquella actividad de las instancias administrativas que incentivan y estimulan,
mediante premios, becas, ayudas económicas, subvenciones u otras medidas, el ejercicio de la actividad
privada con la finalidad de orientarla a la consecución de determinados fines públicos o de interés general;
y, por último, se habla también de la actividad administrativa de servicio público o de actividad de prestación
para hacer referencia a aquella actividad de las Administraciones Públicas mediante la que se prestan a los
ciudadanos concretos servicios esenciales para la comunidad (como, por ejemplo, prestaciones sanitarias,
docentes, culturales, de transportes y comunicaciones, suministros energéticos, etc.). 

Ahora bien, las formas de actividad administrativa han sufrido a lo largo del tiempo una evolución considera-
ble, lo que implica que la tipología clásica de actividad administrativa de policía, de fomento y de servicio
público no tenga en la actualidad el mismo significado que tenía en su origen. Hoy día existen otras formas
diferentes de actividad administrativa, como por ejemplo la denominada “actividad administrativa arbitral”,
difícilmente encuadrables en dicha trilogía. 

Clasificación material o finalista.- Mediante esta clasificación, se buscaría realizar la sistematización de las
normas administrativas atendiendo al sector o materia y a los fines a que se dirigen: mantenimiento del
orden público o promoción del bienestar de la población. Se trataría de una cuestión más política que
jurídica puesto que hace mayor hincapié en los fines que los poderes públicos atienden: sanidad, educa-
ción, industria, seguridad ciudadana, etc. Lo cual marca la carga ideológica de cada organización política
al identificarse las tendencias hacia mayor intervención o a la inhibición pública respetando la iniciativa
privada.

A pesar de la objeción mencionada, esta clasificación es útil para agrupar de manera ordenada las
normas o fines por los objetos materiales o los fines que se persigue mediante la acción administrativa.
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TEMA	20.‐	LA	LEY	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA
Y	BUEN	GOBIERNO:	OBJETO	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN.	PUBLICIDAD	ACTIVA.

DERECHO	DE	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA.	EL	CONSEJO	DE	TRANSPAREN‐
CIA	Y	BUEN	GOBIERNO.	LA	TRANSPARENCIA	Y	EL	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN

EN	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS	Y	ENTIDADES	LOCALES.	LA	LEY	DE
TRANSPARENCIA	Y	DE	PARTICIPACIÓN	DE	LA	COMUNIDAD	DE	MADRID.

1.‐	LA	LEY	ESTATAL	DE	TRANSPARENCIA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	 transparencia,	el	acceso	a	 la	 información	pública	y	 las	normas	de	buen	gobierno	deben	ser	 los	ejes
fundamentales	de	 toda	acción	política.	Sólo	cuando	 la	acción	de	 los	responsables	públicos	se	somete	a
escrutinio,	cuando	los	ciudadanos	pueden	conocer	cómo	se	toman	las	decisiones	que	les	afectan,	cómo	se
manejan	los	fondos	públicos	o	bajo	qué	criterios	actúan	nuestras	instituciones	podremos	hablar	del	inicio
de	un	proceso	en	el	que	los	poderes	públicos	comienzan	a	responder	a	una	sociedad	que	es	crítica,	exigente
y	que	demanda	participación	de	los	poderes	públicos.

Los	países	con	mayores	niveles	en	materia	de	transparencia	y	normas	de	buen	gobierno	cuentan	con	institu‐
ciones	más	 fuertes,	que	 favorecen	el	 crecimiento	económico	y	el	desarrollo	 social.	En	estos	países,	 los
ciudadanos	pueden	juzgar	mejor	y	con	más	criterio	la	capacidad	de	sus	responsables	públicos	y	decidir	en
consecuencia.	Permitiendo	una	mejor	 fiscalización	de	 la	 actividad	pública	 se	 contribuye	a	 la	necesaria
regeneración	democrática,	 se	promueve	 la	eficiencia	y	eficacia	del	Estado	y	 se	 favorece	el	 crecimiento
económico.

La	Ley	19/2013,	de	9	de	diciembre,	de	transparencia,	acceso	a	la	información	pública	y	buen	gobierno,	tiene
un	triple	alcance:	incrementa	y	refuerza	la	transparencia	en	la	actividad	pública	–que	se	articula	a	través	de
obligaciones	de	publicidad	activa	para	todas	las	Administraciones	y	entidades	públicas–,	reconoce	y	garanti‐
za	el	acceso	a	la	información	–regulado	como	un	derecho	de	amplio	ámbito	subjetivo	y	objetivo–	y	establece
las	obligaciones	de	buen	gobierno	que	deben	cumplir	los	responsables	públicos	así	como	las	consecuencias
jurídicas	derivadas	de	su	incumplimiento	–lo	que	se	convierte	en	una	exigencia	de	responsabilidad	para
todos	los	que	desarrollan	actividades	de	relevancia	pública–.

En	estas	tres	vertientes,	la	Ley	supone	un	importante	avance	en	la	materia	y	establece	unos	estándares
homologables	al	del	resto	de	democracias	consolidadas.	En	definitiva,	constituye	un	paso	fundamental	y
necesario	que	se	verá	acompañado	en	el	futuro	con	el	impulso	y	adhesión	por	parte	del	Estado	tanto	a
iniciativas	multilaterales	en	este	ámbito	como	con	la	firma	de	los	instrumentos	internacionales	ya	existentes
en	esta	materia.
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TEMA	21.‐	IGUALDAD	DE	GÉNERO:	LAS	POLÍTICAS	DE	IGUALDAD
Y	NO	DISCRIMINACIÓN.	ESPECIAL	REFERENCIA	A	LA	COMUNIDAD	DE	MADRID.

1.‐	IGUALDAD	DE	GÉNERO

1.1.- INTRODUCCIÓN

El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a la igualdad y a la no discriminación por
razón de sexo. Por su parte, el artículo 9.2 consagra la obligación de los poderes públicos de promover las
condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas.

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal reconocido en diversos textos
internacionales sobre derechos humanos, entre los que destaca la Convención sobre la eliminación de todas
las formas de discriminación contra la mujer, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en
diciembre de 1979 y ratificada por España en 1983. En este mismo ámbito procede evocar los avances
introducidos por conferencias mundiales monográficas, como la de Nairobi de 1985 y Beijing de 1995.

La igualdad es, asimismo, un principio fundamental en la Unión Europea. Desde la entrada en vigor del
Tratado de Ámsterdam, el 1 de mayo de 1999, la igualdad entre mujeres y hombres y la eliminación de las
desigualdades entre unas y otros son un objetivo que debe integrarse en todas las políticas y acciones de la
Unión y de sus miembros.

Con amparo en el antiguo art. 111 del Tratado de Roma se ha creado un acervo comunitario sobre igualdad
de sexos de gran amplitud e importante calado, a cuya adecuada transposición se dirige, en buena medida,
la presente Ley. En particular, esta Ley incorpora al ordenamiento español dos directivas en materia de
igualdad de trato, la 2002/73/CE, de reforma de la Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del princi-
pio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y
a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo; y la Directiva 2004/113/CE, sobre aplicación
del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su suministro.

El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo supuesto un paso decisivo, ha
resultado ser insuficiente. La violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación en las pensio-
nes de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en puestos de
responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida personal,
laboral y familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, aquella «perfecta
igualdad que no admitiera poder ni privilegio para unos ni incapacidad para otros», según dijo John Stuart
Mill hace casi 140 años, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos instrumentos jurídicos.

Resultaba necesaria, en efecto, una acción normativa dirigida a combatir todas las manifestaciones aún
subsistentes de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y a promover la igualdad real entre
mujeres y hombres, con remoción de los obstáculos y estereotipos sociales que impiden alcanzarla. Esta
exigencia se deriva de nuestro ordenamiento constitucional e integra un genuino derecho de las mujeres,
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TEMA	22.‐	INFORMACIÓN	ADMINISTRATIVA	Y	ATENCIÓN	AL	CIUDADANO	EN	LA
COMUNIDAD	DE	MADRID.	LA	ADMINISTRACIÓN	ELECTRÓNICA.	EL	REGLAMENTO
DE	ACTUACIÓN	Y	FUNCIONAMIENTO	DEL	SECTOR	PÚBLICO	POR	MEDIOS	ELEC‐
TRÓNICOS.	LA	IDENTIFICACIÓN	Y	AUTENTICACIÓN	DE	LAS	PERSONAS	FÍSICAS	Y
JURÍDICAS	PARA	LAS	DIFERENTES	ACTUACIONES	EN	LA	GESTIÓN	ELECTRÓNICA.
LA	OBLIGACIÓN	DE	RELACIONARSE	POR	MEDIOS	ELECTRÓNICOS	CON	LA	ADMI‐
NISTRACIÓN	DE	LA	COMUNIDAD	DE	MADRID	DEL	PERSONAL	A	SU	SERVICIO

Y	DE	LOS	PARTICIPANTES	EN	PROCESOS	SELECTIVOS.

1.‐	INFORMACIÓN	ADMINISTRATIVA	Y	ATENCIÓN	AL	CIUDADANO	EN	LA	CAM

La	información	administrativa	y	atención	al	ciudadano	en	la	Comunidad	de	Madrid	es	materia	del	Decreto
21/2002,	de	24	enero,	que	tiene	por	objeto	regular	la	atención	al	ciudadano	en	la	Comunidad	de	Madrid,
entendiéndose	por	tal	el	conjunto	de	actividades	y	medios	que	la	Administración	de	la	Comunidad	pone	a
disposición	de	los	ciudadanos	para	el	ejercicio	de	sus	derechos,	el	cumplimiento	de	sus	obligaciones	y	el
acceso	a	los	servicios	públicos.

Las	actividades	que	integran	la	atención	al	ciudadano	son	la	información	y	orientación,	el	registro	de	solicitu‐
des,	escritos	y	comunicaciones,	la	gestión	de	sugerencias	y	reclamaciones	de	los	ciudadanos,	la	gestión	de
procedimientos	y	 la	prestación	de	 servicios.	Estas	acciones	 se	desarrollan	en	 la	Oficina	de	Atención	al
Ciudadano,	los	Puntos	de	Información	y	Atención	al	Ciudadano,	los	Registros,	las	Oficinas	de	Información
Especializada,	las	unidades	de	gestión	y	las	unidades	o	centros	de	prestación	de	servicios.	La	gestión	de
procedimientos	y	la	prestación	de	servicios,	así	como	las	unidades	encargadas	de	los	mismos,	se	regulan	por
su	normativa	propia	y	específica.

El	Decreto	21/2002	será	de	aplicación	a	todos	los	órganos	y	unidades	de	la	Comunidad	de	Madrid,	así	como
a	los	Organismos	Autónomos,	Entidades	de	Derecho	público	y	demás	Entes	Públicos	vinculados	o	dependien‐
tes	de	 la	misma.	Estas	Entidades	sujetarán	su	actividad	al	presente	Decreto	cuando	ejerzan	potestades
administrativas,	sometiéndose	en	el	resto	de	su	actividad	a	lo	que	dispongan	sus	normas	de	creación.

1.1.‐	INFORMACIÓN	AL	CIUDADANO

Fines.‐	La	Información	al	Ciudadano	de	la	Comunidad	de	Madrid	se	configura	como	un	Sistema	de	Informa‐
ción	de	carácter	horizontal	que	recoge	la	información	de	interés	para	el	ciudadano	y	tiene	como	finalidad
mejorar	y	facilitar	el	acceso	a	los	servicios	que	presta	la	Administración	Regional	y	sus	relaciones	con
los	ciudadanos.

Objetivos.‐	Los	objetivos	del	Sistema	de	Información	al	Ciudadano	son:

a)	Proporcionar	a	los	ciudadanos	e	instituciones	públicas	y	privadas	información	general	y	orientación
sobre	las	dependencias	y	centros,	servicios,	procedimientos,	ayudas	y	subvenciones	competencia	de	la
CAM.
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TEMA	23.‐	LOS	DOCUMENTOS	ADMINISTRATIVOS:	CONCEPTO,	FUNCIONES,	CLA‐
SIFICACIÓN	Y	CARACTERÍSTICAS.	EL	DOCUMENTO	ELECTRÓNICO	Y	EL	EXPEDIEN‐
TE	ELECTRÓNICO.	ESPECIAL	REFERENCIA	A	LA	ADMINISTRACIÓN	ELECTRÓNICA
EN	LA	COMUNIDAD	DE	MADRID.	EL	REGISTRO	DE	DOCUMENTOS:	CONCEPTO	Y
FUNCIONES.	PRESENTACIÓN,	RECEPCIÓN,	ENTRADA	Y	SALIDA	DE	DOCUMENTOS.
EL	ARCHIVO	DE	DOCUMENTOS:	CONCEPTO	Y	FUNCIONES.	CLASES	DE	ARCHIVOS	Y
CRITERIOS	DE	ORDENACIÓN.	EL	ACCESO	A	LOS	DOCUMENTOS	ADMINISTRATIVOS:

SUS	LIMITACIONES	Y	FORMAS	DE	ACCESO.

1.‐	DOCUMENTOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.‐	CONCEPTO	DE	DOCUMENTO	ADMINISTRATIVO

Según	la	RAE,	un	documento	se	define	como	“diploma,	carta,	relación	u	otro	escrito	que	ilustra	acerca	de	algún
hecho,	principalmente	de	los	históricos”,	y	también	como	“escrito	en	que	constan	datos	fidedignos	o	susceptibles
de	ser	empleados	como	tales	para	probar	algo”.

Como	definición	legal,	 la	Ley	16/1985,	del	Patrimonio	Histórico	Español,	entiende	por	documento	toda
expresión	en	lenguaje	natural	o	convencional	y	cualquier	otra	expresión	gráfica,	sonora	o	en	imagen,	recogi‐
das	en	cualquier	tipo	de	soporte	material,	incluso	los	soportes	informáticos,	excluyendo	los	ejemplares	no
originales	de	ediciones.

Respecto	de	los	documentos	administrativos,	la	actividad	administrativa	se	distingue	por	su	carácter	docu‐
mental,	es	decir,	por	reflejarse	en	documentos	que	constituyen	el	testimonio	de	la	mencionada	actividad.	Los
documentos	administrativos	son	el	soporte	en	el	que	se	materializan	los	distintos	actos	de	la	Administración
Pública,	la	forma	externa	de	dichos	actos.

Funciones	de	los	documentos	administrativos.‐	Son	dos	las	funciones	primordiales	que	cumplen	los	docu‐
mentos	administrativos:

‐Función	de	 constancia.	El	documento	asegura	 la	pervivencia	de	 las	actuaciones	administrativas	al
constituirse	en	su	soporte	material.	Se	garantiza	así	la	conservación	de	los	actos	y	la	posibilidad	de
demostrar	su	existencia,	sus	efectos	y	sus	posibles	errores	o	vicios,	así	como	el	derecho	de	los	ciudadanos
a	acceder	a	los	mismos.

‐Función	de	comunicación.	Los	documentos	administrativos	sirven	como	medio	de	comunicación	de	los
actos	de	la	Administración.	Dicha	comunicación	es	tanto	interna	‐	entre	las	unidades	que	componen	la
organización	administrativa	 ‐	 como	externa	 ‐	de	 la	Administración	 con	 los	 ciudadanos	y	 con	otras
organizaciones.
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TEMA	24.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES:
ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO.	ESPECIALIDADES	EN	EL	SECTOR	PÚBLICO.

REGLAMENTO	GENERAL	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS:	DEFINICIONES.	PRINCIPIOS.
LEGITIMACIÓN	PARA	EL	TRATAMIENTO	DE	DATOS	PERSONALES.	DERECHOS

DE	LOS	INTERESADOS.	OBLIGACIONES	DE	LOS	RESPONSABLES
Y	ENCARGADOS.	DELEGADO	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS.

1.‐	EL	REGLAMENTO	GENERAL	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS

1.1.- EL NUEVO MARCO NORMATIVO

El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circula-
ción de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de
datos), se encuadra en la reforma normativa realizada por la Unión Europea con el objetivo de garantizar
unos estándares de protección de datos elevada y adaptada a la realidad digital del mundo actual.

Este Reglamento, que deroga la Directiva 95/46/CE, fue aprobado por el Parlamento Europeo en abril y
entró en vigor 20 días después de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea, el 4 de mayo de
2016. Su ámbito de aplicación se extiende a todos los países miembros de la Unión Europea y se aplica
directamente en todos ellos a partir del 25 de mayo de 2018.

El Reglamento impone un nuevo marco normativo al conjunto de países europeos, otorgando un mayor
grado de control a los ciudadanos sobre su información privada e imponiendo cambios radicales para las
empresas, que deben empezar a adaptar sus protocolos y estructuras a la nueva regulación.

El nuevo Reglamento ha ampliado notablemente su ámbito de aplicación territorial. No se restringe única-
mente al espacio europeo, sino que es igualmente obligatorio para las empresas responsables o encargadas
del tratamiento de datos no establecidas en la Unión Europea, siempre que ofrezcan bienes o servicios a
ciudadanos que sí sean residentes o controlen el comportamiento de éstos en dicho territorio.

Se trata de una norma muy extensa, que consta de 173 considerandos previos y 99 artículos, agrupados en
once capítulos, con la siguiente estructura:

• Capítulo I. Disposiciones generales
• Capítulo II. Principios
• Capítulo III. Derechos del interesado

Sección 1.ª Transparencia y modalidades
Sección 2.ª Información y acceso a los datos personales
Sección 3.ª Rectificación y supresión




